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Medidas especiales de protección: Villagrán 
Morales (1999)

•  191.	A	la	luz	del	arBculo	19	de	la	Convención	Americana	la	Corte	debe	constatar	la	especial	
gravedad	que	reviste	el	que	pueda	atribuirse	a	un	Estado	Parte	en	dicha	Convención	el	cargo	de	
haber	aplicado	o	tolerado	en	su	territorio	una	prácJca	sistemáJca	de	violencia	contra	niños	en	
situación	de	riesgo.	Cuando	los	Estados	violan,	en	esos	términos,	los	derechos	de	los	niños	en	
situación	de	riesgo,	como	los	“niños	de	la	calle”,	los	hacen	vícJmas	de	una	doble	agresión.	En	
primer	lugar,	los	Estados	no	evitan	que	sean	lanzados	a	la	miseria,	privándolos	así	de	unas	
mínimas	condiciones	de	vida	digna	e	impidiéndoles	el	“pleno	y	armonioso	desarrollo	de	su	
personalidad”2,	a	pesar	de	que	todo	niño	Jene	derecho	a	alentar	un	proyecto	de	vida	que	debe	
ser	cuidado	y	fomentado	por	los	poderes	públicos	para	que	se	desarrolle	en	su	beneficio	y	en	el	
de	la	sociedad	a	la	que	pertenece.	En	segundo	lugar,	atentan	contra	su	integridad	Ssica,	psíquica	
y	moral,	y	hasta	contra	su	propia	vida.		

•  196.	Las	normas	transcritas	permiten	precisar,	en	variadas	direcciones,	los	alcances	de	las	
“medidas	de	protección”	a	que	alude	el	arBculo	19	de	la	Convención	Americana.	Entre	ellas	
merecen	ser	destacadas	las	referentes	a	la	no	discriminación,	a	la	asistencia	especial	a	los	niños	
privados	de	su	medio	familiar,	a	la	garanBa	de	la	supervivencia	y	el	desarrollo	del	niño,	al	derecho	
a	un	nivel	de	vida	adecuado	y	a	la	reinserción	social	de	todo	niño	vícJma	de	abandono	o	
explotación.	Es	claro	para	esta	Corte	que	los	actos	perpetrados	contra	las	vícJmas	en	el	presente	
caso,	en	los	que	se	vieron	involucrados	agentes	del	Estado,	contravienen	estas	previsiones.		



Vida: Villagrán Morales/Niños de la Calle 
(1999)

•  “160.	En	materia	de	derecho	a	la	vida,	cuando	el	Estado	se	encuentra	en	presencia	de	niños	
privados	de	libertad,	como	ocurre	mayormente	en	el	presente	caso,	Jene,	además	de	las	
obligaciones	señaladas	para	toda	persona,	una	obligación	adicional	establecida	en	el	arBculo	19	
de	la	Convención	Americana.	Por	una	parte,	debe	asumir	su	posición	especial	de	garante	con	
mayor	cuidado	y	responsabilidad,	y	debe	tomar	medidas	especiales	orientadas	en	el	principio	del	
interés	superior	del	niño.	Por	otra,	la	protección	de	la	vida	del	niño	requiere	que	el	Estado	se	
preocupe	parJcularmente	de	las	circunstancias	de	la	vida	que	llevará	mientras	se	mantenga	
privado	de	libertad,	puesto	que	ese	derecho	no	se	ha	exJnguido	ni	restringido	por	su	situación	de	
detención	o	prisión	(supra	párr.	159).		

•  161.	En	este	senJdo,	los	arBculos	6	y	27	de	la	Convención	sobre	los	Derechos	del	Niño	incluyen	
en	el	derecho	a	la	vida	la	obligación	del	Estado	de	garanJzar	“en	la	máxima	medida	posible	la	
supervivencia	y	el	desarrollo	del	niño”.	El	Comité	de	Derechos	del	Niño	ha	interpretado	la	palabra	
“desarrollo”	de	una	manera	amplia,	holísJca,	que	abarca	lo	Ssico,	mental,	espiritual,	moral,	
psicológico	y	social.	Mirado	así,	un	Estado	Jene,	respecto	de	niños	privados	de	libertad	y,	por	lo	
tanto,	bajo	su	custodia,	la	obligación	de,	inter	alia,	proveerlos	de	asistencia	de	salud	y	de	
educación,	para	así	asegurarse	de	que	la	detención	a	la	que	los	niños	están	sujetos	no	destruirá	
sus	proyectos	de	vida”.		



Privación de libertad:InsFtuto de Reeducación 
del Menor (2004)

•  (...)	cuando	el	Estado	se	encuentra	en	presencia	de	niños	privados	de	
libertad,	como	ocurre	mayormente	en	el	presente	caso,	Jene,	
además	de	las	obligaciones	señaladas	para	toda	persona,	una	
obligación	adicional	establecida	en	el	arBculo	19	de	la	Convención	
Americana.	Por	una	parte,	debe	asumir	su	posición	especial	de	
garante	con	mayor	cuidado	y	responsabilidad,	y	debe	tomar	medidas	
especiales	orientadas	en	el	principio	del	interés	superior	del	niño.	Por	
otra,	la	protección	de	la	vida	del	niño	requiere	que	el	Estado	se	
preocupe	parJcularmente	de	las	circunstancias	de	la	vida	que	llevará	
mientras	se	mantenga	privado	de	libertad,	puesto	que	ese	derecho	
no	se	ha	exJnguido	ni	restringido	por	su	situación	de	detención	o	
prisión”		



Vida familiar: Atala Riffo (2012)


•  “142.	La	Corte	constata	que	en	la	Convención	Americana	no	se	encuentra	
determinado	un	concepto	cerrado	de	familia,	ni	mucho	menos	se	protege	
sólo	un	modelo	“tradicional”	de	la	misma.	Al	respecto,	el	Tribunal	reitera	
que	el	concepto	de	vida	familiar	no	está	reducido		únicamente	al	
matrimonio	y	debe	abarcar	otros	lazos	familiares	de	hecho	donde	las	
partes	Jenen	vida	en	común	por	fuera	del	matrimonio”.		
•  “145.	En	el	presente	caso,	este	Tribunal	constata	que	el	lenguaje	uJlizado	
por	la	Corte	Suprema	de	Chile	relacionado	con	la	supuesta	necesidad	de	las	
niñas	de	crecer	en	una	“familia	estructurada	normalmente	y	apreciada	en	
su	medio	social”,	y	no	en	una	“familia	excepcional”,	refleja	una	percepción	
limitada	y	estereoJpada	del	concepto	de	familia	que	no	Jene	base	en	la	
Convención	al	no	exisJr	un	modelo	específico	de	familia	(la	“familia	
tradicional”)”		



 
Vida familiar y migración: Opinión ConsulFva OC---‑21/14. Derechos y 
garanTas de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en 
necesidad de protección internacional (2014)  

 •  272.	Además,	es	perJnente	recordar	que	la	familia	a	la	que	toda	niña	y	niño	Jene	derecho	es,	

principalmente,	a	su	familia	biológica,	incluyendo	a	los	familiares	más	cercanos,	la	cual	debe	
brindar	la	protección	a	la	niña	y	al	niño	y,	a	su	vez,	debe	ser	objeto	primordial	de	medidas	de	
protección	por	parte	del	Estado.	No	obstante,	la	Corte	recuerda	que	no	existe	un	modelo	único	
de	familia.	Por	ello,	la	definición	de	familia	no	debe	restringirse	por	la	noción	tradicional	de	una	
pareja	y	sus	hijos,	pues	también	pueden	ser	Jtulares	del	derecho	a	la	vida	familiar	otros	
parientes,	como	los	Bos,	primos	y	abuelos,	para	enumerar	sólo	algunos	miembros	posibles	de	la	
familia	extensa,	siempre	que	tengan	lazos	cercanos	personales.	Además,	en	muchas	familias	la(s)	
persona(s)	a	cargo	de	la	atención,	el	cuidado	y	el	desarrollo	de	una	niña	o	niño	en	forma	legal	o	
habitual	no	son	los	padres	biológicos.	Más	aún,	en	el	contexto	migratorio,	los	“lazos	familiares”	
pueden	haberse	consJtuido	entre	personas	que	no	necesariamente	sean	jurídicamente	
parientes,	máxime	cuando,	en	lo	que	respecta	a	niñas	y	niños,	no	han	contado	o	convivido	con	
sus	padres	en	tales	procesos.	Es	por	ello	que	el	Estado	Jene	la	obligación	de	determinar	en	cada	
caso	la	consJtución	del	núcleo	familiar	de	la	niña	o	del	niño.	Por	consiguiente,	en	el	desarrollo	de	
la	presente	consulta	en	el	marco	de	la	situación	de	las	personas	migrantes,	la	Corte	uJlizará	en	un	
senJdo	amplio	el	término	“progenitores”	de	la	niña	o	del	niño	empleado	en	la	consulta	formulada	
a	la	Corte,	comprendiendo	en	él	a	quienes	efecJvamente	consJtuyen	parte	de	la	familia	de	la	
niña	o	del	niño	y,	por	lo	tanto,	son	Jtulares	de	la	protección	a	la	familia	acordada	en	los	arBculos	
17	de	la	Convención	y	VI	de	la	Declaración	Americana.		



Familia y migración: NiñasYean y Bosico, 2005


•  (…)	En	la	consecución	de	ese	fin,	el	Estado	deberá	analizar	las	
circunstancias	parJculares	de	cada	caso,	referidas	a:	a)	la	historia	
inmigratoria,	el	lapso	temporal	de	la	estadía	y	la	extensión	de	los	lazos	del	
progenitor	y/o	de	su	familia	con	el	país	receptor;	b)	la	consideración	sobre	
la	nacionalidad,	guarda	y	residencia	de	los	hijos	de	la	persona	que	se	
pretende	deportar;	c)	el	alcance	de	la	afectación	que	genera	la	ruptura	
familiar	debido	a	la	expulsión,	incluyendo	las	personas	con	quiénes	vive	la	
niña	o	el	niño,	así	como	el	Jempo	que	la	niña	o	el	niño	ha	permanecido	en	
esta	unidad	familiar,	y	d)	el	alcance	de	la	perturbación	en	la	vida	diaria	de	
la	niña	o	del	niño	si	cambiara	su	situación	familiar	debido	a	una	medida	de	
expulsión	de	una	persona	a	cargo	de	la	niña	o	del	niño,	de	forma	tal	de	
ponderar	estrictamente	dichas	circunstancias	a	la	luz	del	interés	superior	
de	la	niña	o	niño	en	relación	con	el	interés	público	imperaJvo	que	su	busca	
proteger.		



Familia y medidas posiFvas (Yean Bosico, 
2005)

•  415.	De	las	normas	contenidas	en	la	Convención	sobre	los	Derechos	
del	Niño,	las	cuales	integran	el	corpus	juris	de	los	derechos	de	la	
niñez,	se	desprende	la	obligación	de	prevenir	la	separación	familiar	y	
preservar	la	unidad	familiar.	Además,	el	Estado	no	solo	debe	
abstenerse	de	interferir	indebidamente	en	las	relaciones	privadas	o	
familiares	del	niño	y	de	la	niña,	sino	también	que,	según	las	
circunstancias,	debe	adoptar	providencias	posiJvas	para	asegurar	el	
ejercicio	y	disfrute	pleno	de	sus	derechos.	Esto	exige	que	el	Estado,	
como	responsable	del	bien	común,	resguarde	el	rol	preponderante	de	
la	familia	en	la	protección	de	la	niña	y	el	niño	y	preste	asistencia	del	
poder	público	a	la	familia,	mediante	la	adopción	de	medidas	que	
promuevan	la	unidad	familiar.		



 
Tierra, vida familiar, niñez: Comunidad Indígena 
Sawhoyamaxa Vs. Paraguay (2006) 


•  221.	En	vista	de	lo	anterior,	el	Tribunal	dispone	que,	mientras	la	Comunidad	se	
encuentre	sin	Jerras,	dado	su	especial	estado	de	vulnerabilidad	y	su	
imposibilidad	de	acceder	a	sus	mecanismos	tradicionales	de	subsistencia,	el	
Estado	deberá	suministrar,	de	manera	inmediata	y	periódica,	agua	potable	
suficiente	para	el	consumo	y	aseo	personal	de	los	miembros	de	la	Comunidad;	
brindar	atención	médica	periódica	y	medicinas	adecuadas	para	conservar	la	salud	
de	todas	las	personas,	especialmente	los	niños,	niñas,	ancianos	y	mujeres	
embarazadas,	incluyendo	medicinas	y	tratamiento	adecuado	para	la	
desparasitación	de	todos	los	miembros	de	la	Comunidad;	entregar	alimentos	en	
canJdad,	variedad	y	calidad	suficientes	para	que	los	miembros	de	la	Comunidad	
tengan	las	condiciones	mínimas	de	una	vida	digna;	facilitar	letrinas	o	cualquier	
Jpo	de	servicio	sanitario	adecuado	a	fin	de	que	se	maneje	efecJva	y	
salubremente	los	desechos	biológicos	de	la	Comunidad;	y	dotar	a	la	escuela	
ubicada	en	el	asentamiento	actual	de	la	Comunidad,	con	materiales	bilingües	
suficientes	para	la	debida	educación	de	sus	alumnos.		



Discriminación (Atala, 2012)


•  151()...	las	niñas	y	los	niños	no	pueden	ser	discriminados	en	razón	de	sus	
propias	condiciones	y	dicha	prohibición	se	exJende,	además,	a	las	
condiciones	de	sus	padres	o	familiares,	como	en	el	presente	caso	a	la	
orientación	sexual	de	la	madre.	En	este	senJdo,	el	Comité	de	los	Derechos	
del	Niño	ha	aclarado	en	su	Observación	General	No.	7	que	los	niños	y	las	
niñas	pueden	sufrir	las	consecuencias	de	la	discriminación	de	la	cual	son	
objeto	sus	padres,	por	ejemplo	si	han	nacido	fuera	del	matrimonio	o	en	
otras	circunstancias	que	no	se	ajustan	a	los	valores	tradicionales”		
•  el	trato	discriminatorio	en	contra	de	la	madre	tuvo	repercusión	en	las	
niñas,	pues	fue	el	fundamento	para	decidir	no	conJnuarían	viviendo	con	
ella.	De	manera	que	dicha	decisión	irradió	sus	efectos	al	ser	ellas	separadas	
de	su	madre	como	consecuencia	de	la	orientación	sexual	de	la	misma	(...)”.		



Interés superior: Atala 2011


•  109.	Igualmente,	la	Corte	constata	que	la	determinación	del	interés	superior	del	niño,	en	
casos	de	cuidado	y	custodia	de	menores	de	edad	se	debe	hacer	a	parJr	de	la	evaluación	
de	los	comportamientos	parentales	específicos	y	su	impacto	negaJvo	en	el	bienestar	y	
desarrollo	del	niño	según	el	caso,	los	daños	o	riesgos	reales	y	probados,	y	no	
especulaJvos	o	imaginarios.	Por	tanto,	no	pueden	ser	admisibles	las	especulaciones,	
presunciones,	estereoJpos	o	consideraciones	generalizadas	sobre	caracterísJcas	
personales	de	los	padres	o	preferencias	culturales	respecto	a	ciertos	conceptos	
tradicionales	de	la	familia.		

•  110.	En	conclusión,	la	Corte	Interamericana	observa	que	al	ser,	en	abstracto,	el	“interés	
superior	del	niño”	un	fin	legíJmo,	la	sola	referencia	al	mismo	sin	probar,	en	concreto,	los	
riesgos	o	daños	que	podrían	conllevar	la	orientación	sexual	de	la	madre	para	las	niñas,	
no	puede	servir	de	medida	idónea	para	la	restricción	de	un	derecho	protegido	como	el	
de	poder	ejercer	todos	los	derechos	humanos	sin	discriminación	alguna	por	la	
orientación	sexual	de	la	persona.	El	interés	superior	del	niño	no	puede	ser	uJlizado	para	
amparar	la	discriminación	en	contra	de	la	madre	o	el	padre	por	la	orientación	sexual	de	
cualquiera	de	ellos.	De	este	modo,	el	juzgador	no	puede	tomar	en	consideración	esta	
condición	social	como	elemento	para	decidir	sobre	una	tuición	o	custodia.		



Interés superior: Atala 2011


•  111.	Una	determinación	a	parJr	de	presunciones	infundadas	y	estereoJpadas	sobre	la	
capacidad	e	idoneidad	parental	de	poder	garanJzar	y	promover	el	bienestar	y	desarrollo	
del	niño	no	es	adecuada	para	garanJzar	el	fin	legíJmo	de	proteger	el	interés	superior	del	
niño.	La	Corte	considera	que	no	son	admisibles	las	consideraciones	basadas	en	
estereoJpos	por	la	orientación	sexual,	es	decir,	pre---‑concepciones	de	los	atributos,	
conductas	o	caracterísJcas	poseídas	por	las	personas	homosexuales	o	el	impacto	que	
estos	presuntamente	puedan	tener	en	las	niñas	y	los	niños.		

•  121.	Por	otro	lado,	en	cuanto	al	argumento	de	que	el	principio	del	interés	superior	del	
niño	puede	verse	afectado	por	el	riesgo	de	un	rechazo	por	la	sociedad,	la	Corte	
considera	que	un	posible	esJgma	social	debido	a	la	orientación	sexual	de	la	madre	o	el	
padre	no	puede	considerarse	un	"daño"	valido	a	los	efectos	de	la	determinación	del	
interés	superior	del	niño.	Si	los	jueces	que	analizan	casos	como	el	presente	constatan	la	
existencia	de	discriminación	social	es	totalmente	inadmisible	legiJmar	esa	
discriminación	con	el	argumento	de	proteger	el	interés	superior	del	menor	de	edad.	En	
el	presente	caso,	el	Tribunal	resalta	que,	además,	la	señora	Atala	no	tenía	porque	sufrir	
las	consecuencias	de	que	en	su	comunidad	presuntamente	las	niñas	podrían	haber	sido	
discriminadas	debido	a	su	orientación	sexual.		



 
Interés superior: Interseccionalidad (Caso 
González y otras (“Campo Algodonero”)  

•  La	prevalencia	del	interés	superior	del	niño	debe	ser	entendida	como	
la	necesidad	de	saJsfacción	de	todos	los	derechos	de	la	infancia	y	la	
adolescencia,	que	obliga	al	Estado	e	irradia	efectos	en	la	
interpretación	de	todos	los	demás	derechos	de	la	Convención	cuando	
el	caso	se	refiera	a	menores	de	edad.	Asimismo,	el	Estado	debe	
prestar	especial	atención	a	las	necesidades	y	los	derechos	de	las	
presuntas	vícJmas	en	consideración	a	su	condición	de	niñas,	como	
mujeres	que	pertenecen	a	un	grupo	en	una	situación	vulnerable.		



Autonomía progresiva: Caso Gelman (2011)


•  129.	[...]	En	el	caso	de	los	niños	y	niñas,	si	bien	son	sujetos	Jtulares	
de	derechos	humanos,	aquéllos	ejercen	sus	derechos	de	manera	
progresiva	a	medida	que	desarrollan	un	mayor	nivel	de	autonomía	
personal,	por	lo	que	en	su	primera	infancia	actúan	en	este	senJdo	
por	conducto	de	sus	familiares.	En	consecuencia,	la	separación	de	un	
niño	de	sus	familiares	implica,	necesariamente,	un	menoscabo	en	el	
ejercicio	de	su	libertad.		


